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PEREIRA - RISARALDA


SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Febrero cinco de dos mil nueve.
Acta Nº 0005 de Febrero 5 de 2009.

Siendo las once y treinta de la mañana (11:30 a.m.) de esta fecha, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública para resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte demandante respecto de la sentencia del 31 de octubre del año que corre dictada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira en el proceso ordinario que promueve el señor ROBERTO BERMÚDEZ MORA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA 
Contando con asesoría de mandataria judicial, pretende el demandante que se declare que tiene derecho a la  pensión de vejez desde el 19 de agosto de 2006 y, consecuentemente, se condene al ente accionado al reconocimiento y pago de la prestación pensional por vejez, se le paguen los retroactivos causados, los reajustes a que haya lugar los intereses moratorios a partir de la ejecutoria de la sentencia y hasta que se cumpla la totalidad de la condena y las costas procesales.

El sustento fáctico de tales pedidos, radica en que el señor Bermúdez Mora ha solicitado el reconocimiento de su pensión de vejez desde el año 2000, pero siempre se le ha negado por falta de cotizaciones, lo que motivó que en mayo de 2005 se iniciara un proceso ordinario laboral, en el cual la Juez Tercero Laboral negó la pretensión bajo el argumento de que contaba apenas con 980,88 semanas. 

El promotor de la acción continuó cotizando entre el 19 de febrero y el 19 de agosto de 2006, período que equivale a 24,14 semanas, con lo cual alcanzaría las 1000 semanas exigidas, lo que lo llevó a solicitar nuevamente la prestación pensional, siendo negada, bajo el argumento de que el actor no cumplía con las exigencias establecidas en el Acto Legislativo 01 de 2005.

Refiere que, contrario a lo que indica la entidad accionada, el demandante satisface a plenitud el número de cotizaciones o aportes efectuados, además de tener la edad para acceder a la pensión.

Así presentada la demanda, se admitió mediante auto del 16 de octubre de 2007, disponiéndose el traslado correspondiente a la rea del proceso, la que allegó respuesta por intermedio de procurador judicial constituido para el efecto, manifestándose respecto a los hechos, oponiéndose a las excepciones y proponiendo como medios exceptivos de fondo los de “Prescripción” e “Inexistencia del derecho”.
Seguidamente se adelantó la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que se lograra la composición temprana del asunto, no se modificaron las bases del litigio ni se adoptaron medidas tendientes a su saneamiento. En primera audiencia de trámite, se decretaron las pruebas que interesaron a las partes, consistentes en las documentales allegadas con los libelos de introducción y contestación.

Finiquitado como estaba el debate probatorio, se dictó la sentencia que puso fin a la instancia, encontrándose que, primero, al actor aún le era aplicable el régimen transitivo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues el Acto Legislativo 01 de 2005 no modificó los presupuestos y, simplemente, puso un límite temporal para ello, el cual aún no se ha cumplido. Sin embargo, el actor no cumplía con la densidad de cotizaciones exigida en el Acuerdo 049 de 1990, pues no cuenta aún con las 1000 semanas y no alcanzó a aportar las 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad.  
La apoderada de la parte que demanda estuvo en desacuerdo con lo decidido, pues estima que, partiendo del número de semanas tenido en cuenta por la dispensadora de justicia en el primer proceso y las aportadas por su poderdante con posterioridad a dicho fallo, se alcanzan las 1000 semanas y, por tanto, debe otorgarse el derecho.

Resulta ilógico que, en la actualidad, se diga que sólo cuenta con 972 semanas, cifra inferior a la que se determinó en el primer proceso -980,88-, reiterando que, conforme a lo que se aportó con posterioridad, se supera el baremo mínimo          de las 1.000 semanas.

Concedido el recurso, se remitieron las diligencias a esta Sala donde se dispuso el trámite propio de la  instancia.

Se decide lo pertinente con apoyo en las siguientes,

CONSIDERACIONES
Competencia.

Radica en esta Judicatura para desatar el recurso de apelación presentado por la apoderada judicial de la parte actora, en virtud de los factores territorial y funcional.

Problema jurídico.

El único asunto que debe divisarse en este caso, es si el postulante alcanzó a cumplir o no con la densidad de cotizaciones exigidas por el Acuerdo 049 de 1990 para acceder a la pensión de vejez, puntualmente con las 1.000 semanas en cualquier época, pues goza de certeza absoluta el hecho de que éste es beneficiario del régimen transitivo establecido en la Ley 100 de 1993.
El aludido Acuerdo 049, establece en su artículo 12 las condiciones que debían reunirse en una persona para que se le tuviera como beneficiaria de la pensión de vejez. A tenor literal, dicho canon establece que:

“ARTÍCULO 12. REQUISITOS DE LA PENSIÓN POR VEJEZ. Tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos:

a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo”.

Se desprenden entonces dos presupuestos que deben confluir a fin de materializar la pensión de vejez, el primero que tiene que ver con la edad del afiliado, que en el caso de los hombres tiene que ser como mínimo de 60 años, y por otro lado, la cantidad de las semanas aportadas o cotizadas, fijándose allí una dualidad de modalidades: (i) 1.000 semanas en cualquier tiempo ó (ii)  500 septenarios en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, esto es, en el caso de los hombres, que dicho monto se haya aportado desde el momento en el cual se cumplieron los 40 años y hasta el tope de las 60 anualidades. 
En el caso concreto, se observa que el primer requisito está cumplido a cabalidad, ya que el promotor del proceso cumplió los 60 años de edad el 8 de diciembre de 1999, aspecto que no ha merecido ningún reparo a lo largo del procesamiento, por lo que tampoco se harán mayores consideraciones al respecto.

El asunto que es merecedor de un minucioso estudio, es el tocante a la densidad de semanas cotizadas, correspondiendo verificar, específicamente, si el iniciante de esta acción judicial alcanzó a cotizar, en cualquier tiempo, el número mínimo de las 1000 semanas, aclarando eso sí, que no es posible partir de los conteos realizados en el anterior proceso, como parece pretenderlo la censora, pues en el actual caso no se cuenta con los medios de prueba que se allegaron en aquel entonces para que los juzgadores respectivos llegaran a tal conclusión, sino que en el sub-lite se cuenta con otros medios que se han de valorar conforme a las reglas de la sana critica y las máximas de la experiencia.

Se acude entonces a la historia laboral aportada al plenario –fls. 56 y ss- y a la copia de la Resolución No. 2312 de 2007 –fls. 27 y ss-, de la cual se extracta que en toda su vida el actor cotizó los siguientes períodos:

· En calidad de servidor público de la Gobernación de Risaralda, entre el 18 de octubre de 1974 y el 4 de octubre de 1985, según se extracta del referido acto administrativo, período que equivale a 3.997 días. Al servicio del Municipio de Pueblo Rico, Risaralda en dos lapsos trascurridos entre 2 de septiembre de 1988 y el 1º de octubre de 1989 y el 2 de noviembre de esa misma anualidad hasta el 1º de junio de 1990, para un total de 607 días –fl. 56-.
· Cotizados como empleado particular entre el 1º de mayo de 1994 y el 31 de diciembre de ese mismo año, un total de 245 días –fl. 56- y reportados por autoliquidación un total de 1050 días –fls. 58 a 60-.

· Por medio del consorcio “Prosperar Hoy” –sistema subsidiado de pensiones-, el demandante efectuó aportes por un total de 1050 días –fls. 61 a 63-.
En total, se aprecia que el actor cuenta con 6949 días cotizaciones al sistema pensional, por medio del Instituto de Seguros Sociales, lo que equivale apenas a 992,7142 semanas en toda su vida laboral, cifra que esta por debajo del baremo mínimo exigido por la norma aplicable para tener derecho a la pensión.

Esta claro que, conforme a los medios probatorios con los que se cuenta en el infolio, el actor aún no ha alcanzado a aportar el número de semanas necesario para acceder a la pensión de vejez en virtud del régimen transitivo.   
Respecto de las 500 semanas en los 20 años anteriores, basta decir con que dicho asunto no fue objeto de apelación y, además, el mismo ha sido objeto de cosa juzgada en el anterior proceso.

Así las cosas, se observa que la decisión judicial de primer grado es atinada en cuanto a negar el derecho por falta de las cotizaciones suficientes para el efecto, mas no así en el número de semanas con que cuenta el pretensor, pues lo que se desprende del acervo probatorio aportado es que cuenta con 992,7142 semanas y no 942 como se estableció en primer grado. Se confirmará la decisión, pero con la aclaración respectiva.  
Costas en esta sede a cargo de la parte que apela.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA
CONFIRMAR la sentencia apelada, aclarando que el señor Bermúdez Mora cuenta con un total de 992,7142 semanas aportadas al sistema.
Costas en esta sede a cargo del impugnante.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada y en constancia se firma el acta por quienes en ella intervinieron.

Notificada en estrados. 

Los Magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA 


HERNÁN MEJÍA URIBE
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
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